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1.- Introducción.

El impacto de la crisis económica en el sector público se ha traducido, en la mayor parte de Administraciones públicas, en recortes presupuestarios y reajustes organizativos al servicio de éstos. Por sus dimensiones e impacto, incidiendo en áreas que hasta la fecha apenas habían registrado experiencias similares, las respuestas organizativas parecen situarse más en el plano de la resistencia al cambio que en una visión estratégica orientada a desarrollar nuevas respuestas. Factores como la valoración de buena parte de los empleados públicos sobre el origen y la justicia distributiva de dichos ajustes, así como de los efectos que de ellos se derivan, contribuyen a explicar dicha actitud. Pero sin duda también la falta de un planteamiento político de calado que, desde la máxima dirección de las organizaciones públicas, ofrezca una relectura y un programa de actuación para encarar un nuevo escenario de desarrollo de la actividad del sector público que muy probablemente distará de la situación previa al inicio de la crisis económica. 
El ámbito de la función pública ha sido uno de los que más directamente se ha visto afectado por el proceso de ajuste, considerando tanto la reducción del empleo público, la variación de las condiciones laborales y, en especial, la incidencia en las retribuciones. El Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad (BOE Núm. 168, del 14 de julio de 2012, Sec. I. pág. 50428 a 50518) o el “Programa Nacional de Reformas 2012” son ejemplos de las iniciativas emprendidas en este sentido desde la Administración General del Estado. Aunque los resultados a corto plazo se han materializado en la reducción presupuestaria, dichos documentos plantean actuaciones de mayor calado, pero sin establecer pautas para su traslación operativa y que, hasta la fecha, no se han llegado a formular.
En esta coyuntura han aparecido diferentes propuestas, habitualmente formuladas por asociaciones profesionales vinculadas al sector público, orientadas a replantear algunos de los parámetros básicos del funcionamiento de la gestión de los recursos humanos en las Administraciones Públicas. Los aportes de la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP), la Federación de Asociaciones de Cuerpos Superiores de la Administración Civil del Estado (FEDECA), la Asociación Catalana de Gestión Pública (ACGP) o la Asociación Española de Empresas de Consultoría (AEEC) serían algunos ejemplos de dichas propuestas. Desde diferentes organismos públicos (como el INAP o la Generalitat de Catalunya) se han promovido grupos de expertos para generar discurso y propuestas para reformar las administraciones públicas en general y la función pública en particular. 
Pero más allá de la participación de académicos vinculados al ámbito de la Ciencia Política y de la Administración, todavía no se han generado líneas de investigación en la disciplina sobre el alcance efectivo del proceso de transformación del sector público asociado a la actual coyuntura. La presente ponencia pretende realizar una aportación en esta línea, combinando dos enfoques analíticos propios de la disciplina (neoinstitucionalismo y análisis de políticas públicas) y, en clave normativa, realizar proposiciones basadas en uno de los subsistemas clave de la gestión de personal: la evaluación del desempeño.
2.- Enfoques analíticos para valorar las opciones de cambio en la función pública: de las ventanas de oportunidad a las reglas del juego. 
Para afrontar la pregunta inicial de la ponencia, el “¿Transformando la función pública hasta donde?”, resulta esencial considerar los enfoques analíticos para abordar el objeto de estudio
. 
2.1.- De las ventanas de oportunidad

En una primera reflexión, en clave más estratégica, lleva a preguntarse si realmente la coyuntura actual de crisis económica constituye, efectivamente, un escenario propicio para un cambio institucional de mayor calado. Para valorarlo resulta sugerente recuperar el modelo propuesto por Barzelay (2000) a partir del desarrollo de diferentes aportaciones, entre las que destaca la de Richard Kingdon su obra Agenda, Alternatives and Public Policies (1984). La aportación de Kingon permite analizar las decisiones con relación a las políticas públicas, especialmente en la fase pre-decisional donde se determinan los temas que acceden a la agenda y las soluciones alternativas que se consideran. En la determinación de los temas y cuestiones planteadas en la agenda pública destacan las fases de configuración de la agenda (entrada de nuevos temas a los que prestan atención los poderes públicos) y de especificación de alternativas (en cuanto a la oferta de respuestas o soluciones a los temas contemplados). Para ambas fases Kingdon destaca el papel diferencial que ejercen tanto (a) los procesos como (b) los participantes o actores en la política pública.

En cuanto a los procesos, la evolución, en muchos casos paralela, de la configuración de la agenda y de la especificación de alternativas viene determinada por la interacción de una serie de factores, que Kingdon agrupa en tres “flujos”:

· Reconocimiento de problemas (flujo de problemas), en referencia a los factores que inciden en la configuración de la opinión sobre el problema o tema a afrontar. Según la interpretación o el significado que se le otorgue variará tanto la dimensión del problema que se aborda como el tipo de soluciones que se podrán contemplar posteriormente como adecuadas. La crisis económica y las demandas (especialmente externas) de reducción del gasto público pueden considerarse en este sentido como factores que inciden en que la reforma de la función pública se considere una cuestión que debe ser afronada.
· Generación de propuestas políticas (flujo de políticas), referido a los factores que inciden sobre las ideas que orientan la actuación sobre un determinado problema y las soluciones vinculadas que se toman como alternativas plausibles. Las aportaciones realizadas por diferentes grupos tanto internos como externos a las administraciones públicas (referenciadas en la introducción) constituyen ejemplos válidos de este flujo. Cuestión aparte es su coincidencia en planteamientos y su capacidad de incidencia en los demás flujos.
· Aparición de acontecimientos políticos (flujo de política), referido a los factores que inciden en cómo los cargos políticos se plantean la actuación sobre determinados temas o cuestiones, a partir de su propia lógica en un proceso paralelo. Más allá de la existencia de mayorías o coaliciones parlamentarias que garantizarían gobiernos fuertes en determinados niveles, la coyuntura de crisis, el surgimiento de issues como los vinculados a las reivindicaciones territoriales y, en especial, la incidencia de los casos de corrupción desplazan y debilitan determinadas iniciativas encaminadas a transformar el sistema administrativo. Especialmente cuando ante las respuestas a dichos casos tienden a reforzar el papel de la función pública de corte más garantista. La apuesta por incrementar controles (también internos) para frenar la corrupción tiende a suavizar (si no a alejar) la presión política sobre la reforma de la función pública. 

Aunque Kindon considera estos tres flujos como independientes, en la medida que cada uno de ellos desarrolla su propia lógica e incide de forma diferente sobre el proceso de formación de la agenda, existen claras conexiones entre los tres flujos: la definición del problema condiciona el tipo de políticas a considerar, la formulación ex-ante de ciertas soluciones puede llevar a redefinir determinados problemas, y la situación de la esfera política determina ciertos ciclos de atención a determinados problemas. El flujo de problemas y el flujo de política son especialmente importantes en la fase de configuración de la agenda (consideración de los temas a tener en cuenta), mientras que el flujo de políticas se revela especialmente destacado en la fase de especificación de alternativas. En todo caso la coincidencia de los flujos de problema, políticas y política determina lo que Kingdon denomina policy window. La idea de policy window se asocia a la oportunidad para que un tema se introduzca en la agenda decisional, a partir de la coincidencia de recursos, ideas, voluntad de actuación y no constreñimientos a esta acción. La cuestión es si ante la situación actual de debilidad del flujo de política se puede generar efectivamente una “ventana de oportunidad” para transformar la función pública. 

En cuanto a los actores, Kingdon destaca la categoría de los denominados “emprendedores”, como agentes dispuestos a invertir recursos para promover ciertas políticas, a partir de su introducción en la agenda y su apoyo para la posterior progresión, aprovechando o intentando generar una situación de policy window. Los emprendedores también aparecen en las otras fases de desarrollo inicial de la política. En la fase de configuración de la agenda, los emprendedores tratan de incidir en el flujo de problemas, destacando indicadores que permitan convertir el tema en prioritario, proponiendo una determinada definición del problema a afrontar y construyendo símbolos y visiones determinadas que se asocien a las actuaciones a desarrollar respecto a la cuestión. Asimismo, en lo que atañe a la especificación de alternativas, los emprendedores participan promoviendo análisis y diagnósticos del problema que desean destacar, asociándolos a propuestas de actuación al respecto y conectando con los distintos participantes que forman la policy community del ámbito. El papel de este tipo de actores resulta clave en la confluencia de los flujos de problema, política y políticas, y así, “entrepreneurs perform the function for the system of coupling the previously separate streams. They hook solutions to problems, proposals to political momentum, and political events to policy problems (…) Without the presence of an entrepreneur, the linking of the streams may not take place. Good ideas lie fallow for lack of an advocate. Problems are unsolved for lack of a solution. Political events are not capitalized for lack of inventive and developed proposals (Kingdon, 1984: 191).

Atendiendo a las particularidades del objeto de estudio y a la coyuntura vigente, resulta frecuente que pocos actores asuman el rol de policy entrepreneurs, más allá de determinados agentes orientados a mantener la situación de partida. En todo caso los agentes que en diferentes Administraciones han desarrollado acciones que pueden interpretarse en estos términos tienden a tener un perfil más profesional que político, situándose en los niveles directivos (o de mandos de línea) con capacidad para generar dinámicas que pueden favorecer situaciones de cambio. De hecho la mayor parte de iniciativas de transformación aparecidas en diferentes subsistemas de la función de personal (como las vinculadas a la gestión por competencias, al análisis de puestos y áreas funcionales, a la innovación en procesos formativos o a la evaluación del desempeño) tienden a ser lideradas por perfiles como los descritos (y en ningún caso por perfiles políticos).

La situación descrita desde el análisis de políticas públicas (centrando la atención en las condiciones para que surjan ventanas de oportunidad para transformar la situación vigente) apunta a un escenario con baja potencialidad de cambio. Para complementar el diagnóstico se plantea incorporar la visión del objeto de estudio, los sistemas de función pública, desde la perspectiva neoinstitucionalista, con la que se aportan elementos adicionales para caracterizar escenarios y eventuales estrategias de transformación.

2.2.- De las reglas del juego y sus procesos de reproducción
En la línea de referencias precedentes (Salvador, 2005), se pueden caracterizar los sistemas de función pública en términos de instituciones, esto es, como un conjunto interrelacionado de normas, valores, estructuras, rutinas y procesos, que se refuerzan mutuamente generando una suerte de “reglas del juego” que contribuyen a explicar tanto el comportamiento de los actores involucrados como el funcionamiento y los resultados efectivos del sistema (March y Olsen, 1989; Scott, 1995; Peters, 1999). Partiendo de dicha definición, resulta necesario considerar la abundante normativa reguladora (las “normas”) que establece los parámetros básicos del funcionamiento de los distintos ámbitos de gestión de recursos humanos en las Administraciones Públicas. Precisamente uno de los rasgos distintivos de dicha gestión han sido los condicionantes normativos orientados a establecer una serie de garantías del empleo público. Pero esta ingente regulación acaba traduciéndose un complejo entramado que, lejos de facilitar la labor de las unidades de personal de las administraciones públicas, tiende a generar inseguridad y a imponer el referente del conocimiento legal frente a perspectivas alternativas más propias de la gestión. Un complejo entramado que dificulta la agilidad de determinados cambios, en especial aquellos que pretenden incidir en las bases del modelo. No así, sin embargo, en aquellos que proponen ajustes (especialmente cuantitativos) del mismo.

Pero al plantear el alcance de los cambios en el sistema de función pública resulta esencial considerar la regulación informal de dicha institución. Una regulación informal que desarrolla su propia interpretación de los principios establecidos en la normativa, incidiendo sobre el comportamiento de los agentes implicados. Diversos estudios han apuntado algunos de los rasgos característicos de esta regulación informal (Echevarría, 1995; Longo, 1995, Salvador 2005), asociándolos a los valores que caracterizan el sistema de gestión de los recursos humanos. Entre éstos cabe destacar: (a) La idea de igualdad, aunque entendida como homogeneidad, y aplicada a diferentes subsistemas de personal (por ejemplo distribuyendo de forma lineal complementos retributivos como el de productividad, independientemente del rendimiento desempeñado por cada empleado); (b) El mérito y la capacidad, aunque básicamente medidos a partir de su cumplimentación formal; (c) La unidad, frecuentemente asociada a la uniformidad en la configuración del sistema de función pública (clasificación de los empleados públicos, reclutamiento, remuneración, estructura de puestos de trabajo); (d) La centralización de la gestión y administración de las principales actividades vinculadas a la gestión de personal, aunque la creciente descentralización y la aparición de colectivos con singularidades propias apuntan a matizar este valor; (e) La seguridad de las condiciones de los empleados públicos, plantada como garantía frente a posibles arbitrariedades de la dirección política, pero llegando a unos extremos en su interpretación que limitan de forma notoria los márgenes de actuación de los responsables de la gestión de personal; (f) El predominio de los criterios individuales de cada empleado público frente a los criterios de la organización (muchas veces ausentes por falta de direccionamiento estratégico en la materia), y que se plasman claramente en ámbitos como el desarrollo de la carrera profesional o la formación interna.

Las estructuras que dan apoyo al funcionamiento de la institución suelen caracterizarse, en buena parte de las Administraciones Públicas, por su carácter formal, esto es, con relativas pocas conexiones efectivas con el funcionamiento real de la organización más allá de establecer distribuciones competenciales y, especialmente, niveles retributivos de los principales directivos de las mismas. 

Más importantes resultan, sin embargo, las rutinas y procedimientos que concretan los preceptos establecidos por la normativa (reinterpretados por la regulación informal). De hecho son estos procesos operativos los que facilitan el funcionamiento efectivo de una determinada manera de entender y de “hacer las cosas” entre los círculos técnicos especializados del ámbito de función pública de las Administraciones Públicas. Es en estos procesos operativos donde se plasman y concreta la institución y son los agentes implicados en su desarrollo quienes acaban marcando la pauta para la configuración efectiva de la institución. De entre estos agentes cabe destacar el papel de las unidades centrales de gestión de recursos humanos y, en especial (por acción o por omisión) de los directivos de línea.

Las medidas impulsadas para afrontar la crisis presupuestaria parecen incidir en algunos de los componentes de la institución, en especial en el de las estructuras (apostando por la simplificación de las mismas), en algunos procesos operativos (como la propia reducción de las retribuciones o los mecanismos orientados a reducir el absentismo) y en la normativa que enmarca estas iniciativas. Sin embargo no se plantea la incidencia en la regulación informal de la institución y en los valores que la caracterizan, más allá del impacto de introducir ajustes drásticos como los comentados, traduciéndose ello especialmente en el incremento de la desafección de los empleados públicos para con sus respectivas organizaciones. De hecho buena parte de las medidas impulsadas vienen a reforzar dichos valores, como el de linealidad o el de mérito y capacidad medidos formalmente, la centralización o la unidad. Es decir, se ajustan dimensiones pero no se cambia la esencia de la institución. 

Tampoco se han revisado a fondo las rutinas y procesos que caracterizan la función pública atendiendo a su papel socializador y reproductor de la institución vigente. Para valorar precisamente dichas dinámicas y rutinas resulta sugerente incorporar el modelo que aportan por Levitt y March (1990) para analizar el concepto de aprendizaje organizativo (organizational learning), entendido como el proceso que siguen las organizaciones para generar nuevas dinámicas de funcionamiento (rutinas) cuando las vigentes no responden a las aspiraciones sobre la función que deben cumplir o los resultados que deben alcanzar. Estas dinámicas de funcionamiento se definen genéricamente como rutinas de la organización, concepto clave de este modelo. Levitt y March incluyen dentro de las rutinas “the forms, rules, procedures, conventions, roles, strategies, and technologies around which organizations are constructed and through which they operate” (1990: 16). Estas rutinas constituyen la memoria de la organización, representan la base del comportamiento de los distintos actores y determinan tanto los resultados obtenidos como su propia interpretación. De forma similar a las instituciones, las rutinas se transmiten a través de la socialización, la educación, la imitación, la profesionalización, el movimiento de personas y la adquisición directa. Esta consideración resulta especialmente relevante de cara a considerar sus mecanismos de reproducción y difusión. Aunque las rutinas son producto de la interacción entre los distintos actores, su extensión al conjunto de agentes implicados les otorga cierta independencia del comportamiento puntual de cada uno de ellos, por lo que tienden a sobrevivir a la rotación del personal en la medida que estén consolidadas (y también estén consolidados sus mecanismos de reproducción).
En el proceso de cambio e innovación en estas dinámicas, los mecanismos de aprendizaje que se destacan son el aprendizaje directo, a partir de las propias experiencias y rutinas establecidas en la organización, y el aprendizaje a través de las experiencias de las demás organizaciones del entorno de referencia. El aprendizaje a partir de los referentes del entorno cobra especial importancia en contextos complejos, donde frecuentemente no están claros los objetivos ni su relación con las actuaciones emprendidas por las organizaciones. Es en estos procesos donde la network de actores que configura el entorno de la organización contribuye a determinar tanto las rutinas como la valoración de sus resultados. Ambos procesos pueden redefinirse claramente en conexión con las estrategias de aprendizaje institucional y con las dinámicas de isomorfismo institucional (Salvador, 2005).

La aportación de Levitt y March identifica como inductores del cambio en las rutinas tanto los niveles de satisfacción con su rendimiento actual como las aspiraciones sobre su rendimiento potencial. Ambos inductores, sin embargo, se ven condicionados a su vez por el entorno institucional en el que la organización desarrolla su actividad y por los procesos de aprendizaje antes citados. 

En relación a la situación actual, resulta sugerente considerar las presiones, en muchas ocasiones internas, para generar procesos de cambio en el funcionamiento de los diferentes subsistemas de la función de personal. Presiones que provienen de diferentes colectivos profesionales especialmente comprometidos así como de agentes externos pero vinculados al sector público (y que podrían interpretarse en términos de flujo de propuestas de Kingon). Resulta complicado, sin embargo, integrar las propuestas formuladas, especialmente porque más allá de ciertas coincidencias en el diagnóstico, las alternativas planteadas parten de referentes muchas veces contrapuestos. Desde la validez con la que se consideran referentes propios del sector privado, los procesos de aprendizaje basados en la extrapolación de experiencias internacionales o la generación de respuestas propias y ajustadas a la realidad vigente –que en algún caso tan solo pretenden variarla incrementalmente- resultan difícilmente agregables. Pero la decisión política, la que debería dirimir entre intereses contrapuestos velando por el bien común –o una determinada concepción del mismo- parece encontrarse en una situación difícil (asociada al flujo de política definido por Kindon) para asumir en profundidad el reto planteado en este ámbito. 

En otros términos, por las urgencias de las medidas (de ajuste) a adoptar, por la situación del flujo de política y por el flujo de políticas, no se ha acabado replanteando a fondo el funcionamiento de una institución (la “función pública”) que, aunque puede adaptar su tamaño a épocas de crisis (como la actual y como las precedentes) tiende a resistir cambios substanciales para poder replicar su configuración en momentos posteriores. 

A partir del diagnostico esbozado, integrando aportes propios del análisis de políticas públicas y del neoinstitucionalismo, se ofrece una primera respuesta a la pregunta planteada inicialmente en el título de la ponencia.  Una respuesta que parece limitar el alcance efectivo de los cambios en la institución “función pública” como referente de la gestión de los recursos humanos de las Administraciones Públicas. 
Pero más allá de este diagnóstico, la ponencia plantea, en clave constructiva, alternativas a la situación actual. Alternativas que, a modo de ejemplo, se concretan en uno de los subsistemas clave de la función de personal, la evaluación del desempeño. 
3.- Estrategias de cambio: radicalismo selectivo y evaluación del desempeño

La revisión de diferentes iniciativas orientadas a transformar la gestión de recursos humanos en diferentes Administraciones Públicas (Salvador, 2006) permite ilustrar como el fracaso de las estrategias globales (en los pocos casos en que llegaron a definirse) facilitó el surgimiento de opciones alternativas que tomaron especialmente en consideración la complejidad del objeto del cambio. Una de ellas parte del denominado radicalismo selectivo, esto es, incidir en alguno de los subsistemas clave que inciden en los procesos de reproducción de la institución definida en los apartados anteriores. La ponencia parte de considerar como tal la evaluación del desempeño. Su potencial para informar e incidir en el resto de subsistemas aconseja abordar con cautela (pero con decisión) su configuración efectiva para que se convierta en un catalizador de los procesos de cambio.

De hecho, en la parte propositiva de la Memoria final del Grupo de Investigación para el Estudio del Empleo Público del INAP (2009-2011)
 se planteaban una serie de retos estratégicos del empleo público en España, y en entre ellos se apuntaba que:

“12) Ha llegado el momento, pues, de afrontar decididamente el reto combinar adecuadamente la productividad de las AAPP y el desarrollo profesional de los empleados públicos. Y para ello es imprescindible implantar sistemas objetivos de evaluación del desempeño. La evaluación del desempeño debe ser la piedra angular desde la que se articule la construcción de una política innovadora de gestión de personas en las AAPP que legitime el quehacer público. La innovación de la política de recursos humanos se valida mediante esta herramienta. Es, por tanto, un reto estratégico, que debe configurarse, principalmente, como un instrumento de mejora de la gestión y que debe ser introducido gradual y prudentemente (por las innegables resistencias al cambio que generará su implantación y por el componente social de la evaluación) con el fin de que se vaya depurando (o “afinando”) y se introduzca paulatinamente en la cultura de la organización como una rutina más.”

La evaluación del desempeño ha sido tradicionalmente uno de los subsistemas de gestión de las personas que ha generado más acuerdo en términos genéricos y más rechazos en términos concretos, siendo muy pocas las organizaciones que han conseguido implantarlo de forma efectiva (Dubin y Salvador, 2008). Un factor en común de los casos de éxito es su consideración como un instrumento al servicio de una estrategia con unos objetivos claramente definidos.
La definición de dicha estrategia, en la coyuntura actual y atendiendo al diagnóstico de los flujos de Kingon apuntada en la sección anterior (en especial el flujo de política) resulta especialmente complicada. De hecho suele recurrirse a esta ausencia para justificar la inamovilidad en el ámbito de la evaluación del desempeño. 

Reconociendo la criticidad de la decisión política traducida a nivel organizativo, pero también el escenario actual de las Administraciones Públicas, se plantean unos parámetros estratégicos básicos, relativamente fáciles de consensuar, que permitan desbloquear un primer estadio para el impulso del ámbito de la evaluación. Unos parámetros que esbozan la más que probable evolución del empleo en las Administraciones Públicas. Unos planteamientos que no se ubican en escenarios post-crisis, puesto que la situación venidera muy probablemente se alejará de la situación previa, sino que se orientan a desarrollar nuevas capacidades de respuesta a partir de nuevos referentes para afrontar nuevos retos en la gestión el empleo público.
a) Un primer parámetro se vincula a la necesidad de vincular más directa y claramente las necesidades de la organización y la política, la gestión y la administración de los recursos humanos. Ello pasa tanto por adecuar dotaciones y perfiles a los requerimientos de actuación de las Administraciones Públicas, y para ello y partiendo del modelo de empleo público vigente, adecuar los subsistemas que facilitan dicho ajuste (formación, movilidad, retribuciones y, en especial, evaluación del desempeño).

b) Un segundo parámetro parte de la extensión de la situación actual de contención del crecimiento de las Administraciones públicas y de la necesidad de optimizar los recursos existentes, lo que hace necesarias unas reglas del juego que faciliten el reconocimiento y la promoción del desempeño profesional.
c) Un tercer parámetro se refiere a la redefinición de los ámbitos de intervención del sector público y de las modalidades utilizadas para ello, por el que el término “profesionalización” del empleo público debería cobrar nuevos matices. Los crecientes procesos de colaboración público-privada exigen el desarrollo de nuevas capacidades y habilidades en los profesionales de las organizaciones públicas, que cada vez se dedican en menor medida a la prestación directa de servicios y más a la interacción con una diversidad de agentes privados, con o sin ánimo de lucro, implicados en el desarrollo de políticas públicas. Un proceso que conduce a una renovada apuesta por la tecnificación de los empleados de base y la profesionalización de los cuadros directivos.
d) Un cuarto parámetro se centra en la necesidad de revalorizar la función pública y los profesionales que la integran, con una clara vocación por el refuerzo del reconocimiento de las capacidades y las actitudes de los empleados públicos.

Estos cuatro parámetros permiten esbozar un escenario de referencia que, más allá de su necesaria adecuación a la realidad de cada Administración Pública y a las opciones políticas de la dirección de las mismas, constituye un punto de partida para referenciar la definición y puesta en marcha de un modelo de evaluación del desempeño.
Por el alcance y orientación de la ponencia se opta por no bajar a la operativización específica de instrumentos y de sus componentes internos, ni estableciendo manuales de uso de los que existen excelentes y múltiples ejemplos ya desarrollados. Como indica Pascualena al referirse a los instrumentos adecuados a las características del desempeño de las administraciones públicas “aquí no está ni la solución ni el problema: Qué mejor que echar la culpa al mensajero, a la metodología de evaluación, cuando lo que se pretende es precisamente lo contrario, no evaluar, no tomar decisiones que puedan poner en peligro un cómodo marco relacional” (2009: 25). 
En su lugar se centra la atención en factores dinamizadores para el proceso de implementación que, atendiendo a las instituciones o reglas del juego de la función pública, permitan afrontar con realismo la puesta en marcha de un instrumento como la evaluación del desempeño, en especial por sus implicaciones potenciales para propiciar el surgimiento de una respuesta integrada y coherente que permita sentar las bases de una nueva manera de gestionar el empleo en las Administraciones Públicas.
3.1.- Sobre las normas: capitalizar el marco normativo como oportunidad.
Entre los factores dinamizadores, resulta importante reconocer el papel del EBEP como norma que renovó la presión para generar respuestas en el campo de la evaluación del desempeño. Aunque el poco despliegue normativo del EBEP ha venido a frenar buena parte de dicho impulso, cabe destacar que, como en otros casos, debería relativizarse el papel transformador del cambio meramente normativo y atender a factores complementarios que coadyuven a la introducción de nuevas dinámicas de gestión en el seno de las administraciones públicas. Sin embargo la normativa básica constituye una referencia que permite facilitar el diálogo con determinados agentes internos. Además el carácter abierto del EBEP configura un marco de actuación en el que pueden tener cabida diferentes opciones de evaluación del desempeño, facilitando así el surgimiento de respuestas coherentes pero adecuadas a diferentes realidades organizativas. En clave neoinstitucionalista, la asociación de la iniciativa de evaluación a un marco normativo establecido y conocido –aunque pendiente de desarrollo- facilita su asunción por parte de determinados colectivos clave de la organización. 
3.2.- Sobre aquello que se evalúa: rendimientos y competencias

En concordancia con el punto anterior y atendiendo a la necesidad de ajustar la gestión de recursos humanos a las necesidades de la organización, resulta esencial que la evaluación permita dar cuenta de los rendimientos (como actividades asociadas al puesto de trabajo, en clave más continuada y estable), resultados (más vinculados a proyectos concretos y más fácilmente medibles) y competencias (reflejo del modelo de progresión profesional basado en éstas).

La propuesta de dicha combinación parte de considerar que evaluar los rendimientos puede indicar, como máximo, que un empleado tiene éxito en su puesto de trabajo o que tiene más éxito que otro, pero no explica por qué es así, es decir, qué motiva su éxito (Quijano, 1992). En la misma línea, si sólo se miden resultados, se ignoran los medios o procesos para lograrlos, a parte de cuestiones críticas para las organizaciones actuales, como el trabajo en equipo, la iniciativa y la adaptación al cambio (Vázquez, 2007). Centrarse exclusivamente rendimientos y resultados puede no resultar suficiente para dar cuenta de la existencia de desempeños diferentes e incluso puede provocar conductas opuestas a otros objetivos igualmente deseados por la organización. La incorporación de la evaluación de competencias pretende complementar el enfoque aproximándose a aplicaciones orientadas al desarrollo de los profesionales que integran la organización. Para mantener la coherencia del modelo e evaluación resulta esencial que las competencias –que pueden inspirarse en experiencias externas- se adapten a la realidad organizativa y, en especial, al establecimiento de indicadores de medida (conductas observables) directamente relacionadas con el contexto laboral de cada Administración en concreto.

Con dicha combinación se pretende que la evaluación del desempeño incorpore una orientación al desarrollo de las personas al mismo tiempo que intensifique, en contraste con experiencias previas, la valoración del rendimiento y de los resultados. La coherencia del modelo juega cobra aquí especial valor como elemento para consolidar opciones y facilitar su asunción por parte de los diferentes agentes implicados. La opción de partir de un único sistema de evaluación pero con diferentes concreciones, ajustadas a la segmentación por colectivos profesionales permite reforzar la consistencia interna y ofrecer un único mensaje –modulado- a la organización. Cabría además considerar ajustes complementarios en función del tipo de Administración Pública (o sectores internos de éstas), pero conviene mantener el núcleo central de combinación de rendimientos/resultados y competencias.

3.3.- Sobre los resultados de la evaluación:  información e incidencia en otros subsistemas
La clara definición de los objetivos planteados para el modelo (en este caso amparados en los parámetros considerados al inicio del presente apartado) facilitan tanto la determinación de qué se evalúa como la identificación de los impactos resultantes de la evaluación. La puesta en marcha de un sistema de evaluación debe considerarse como una fuente de información para la toma de decisiones clave en múltiples subsistemas de la función de personal en las organizaciones públicas (desde la retribución a la promoción, pasando por la formación o gestión del rendimiento, entre otras). 

Atendiendo a las experiencias desarrolladas y a los propios parámetros de referencia apuntados al inicio del presente apartado a modo de orientación estratégica, sería conveniente que los resultados de la evaluación tuviesen incidencia sobre la movilidad y la carrera administrativa, sobre la provisión de puestos de trabajo, sobre procesos de remoción en situaciones de inadecuación de la persona al mismo, sobre la formación y el desarrollo y perfeccionamiento profesional (ajustado a las necesidades de la organización), y sobre las retribuciones (rompiendo principios como el de la linealidad)

Resulta importante concretar estos impactos para, además de aprovechar el potencial que ofrece el instrumento, lanzar un mensaje decidido a la organización sobre la voluntad de su puesta en marcha y su mantenimiento. Lo que se propone, por tanto, es configurar un marco normativo que de cobertura a la utilización de los resultados de la evaluación para tomar decisiones con impacto directo en los diferentes subsistemas citados, como vía para visualizar la voluntad y alcance de la transformación planteada.
Pero además cabría aprovechar la información generada para desarrollar procesos de mejora organizativa que fuesen más allá de la mera administración de personal, incorporando una visión estratégica e integrada que facilitase los procesos de transformación que se anunciaban al inicio de la ponencia.
3.4.- Sobre el papel de los agentes: autonomía y control de directivos y mandos

El papel del personal directivo público profesional resulta fundamental para sustentar el sistema de evaluación del desempeño. El desarrollo la actividad de estos directivos públicos, netamente profesionalizados, pasa por el establecimiento de un encargo de gestión en el que se identifiquen claramente los objetivos a conseguir en un determinado periodo, los recursos asignados para ello y el necesario margen de autonomía, complementado con un sistema de rendimiento de cuentas en el que destaca la evaluación del desempeño. Existen diversas propuestas para regular la incorporación dicha figura en la función pública, aunque deberían tomarse decisiones políticas (básicamente dar “luz verde” a su aplicación) y apoyar la operativa asociada para su desarrollo efectivo. 
La selección de estos directivos, atendiendo a sus capacidades y actitudes para gestionar la organización, se convierte en uno de los ejes sobre el que se sustenta la evaluación. De hecho deben ser éstos los que establezcan la concreción de las reglas del juego en la evaluación y las transmitan a los puestos de mando que tienen adscritos, ofreciéndoles una clara orientación sobre la traducción en sus respectivos ámbitos de los objetivos a conseguir y de los recursos y los márgenes de maniobra con que cuentan para ello.

Con ello se pretenden generar dinámicas de responsabilización cruzada entre directivos públicos profesionales y puestos de mando en base a una mayor autonomía en la gestión de los recursos (lo que no tiene porque significar un incremento de los mismos). Entre dichos recursos deberían incluirse la capacidad para decidir cuestiones clave de la carrera profesional de los empleados que tienen adscritos, la distribución de complementos retributivos (como por ejemplo el de productividad), la posibilidad de remoción del puesto de trabajo (al que se haya accedido mediante concurso, tal y como se indica en el EBEP) o la reasignación de funciones y actividades entre puestos. 

Un ejemplo del proceso pasaría por que el directivo tradujese su encargo de gestión en objetivos asignados a los diferentes mandos que tiene asignados, clarificando indicadores y tiempos para el logro de los mismos. Para ello debería calibrar los recursos asignados, tanto económicos como, y especialmente, de personal. El directivo debería ser el responsable de evaluar a sus mandos con un modelo que combinase el logro de resultados y el desarrollo de las competencias asociadas. De la consecución de dichos logros dependería una parte variable significativa de la remuneración del mando, así como su propio mantenimiento en la posición de jefatura (sometido a un determinado número de evaluaciones negativas, por ejemplo).

La recepción de estas indicciones se realizaría en el nivel del mando de línea, que tiene asignado un equipo de empleados para facilitar la consecución de los objetivos que le han sido transmitidos por el directivo del cual depende. El mando debería realizar periódicamente la evaluación del desempeño de dichos empleados, en la que debería combinar adecuadamente la vertiente de rendimientos (orientados a la consecución de resultados) y de competencias. El mando debería tener asignada la capacidad para incidir tanto en la progresión profesional de los miembros de su equipo como en la determinación de una parte variables de su retribución, además de actuaciones orientadas a su proceso de desarrollo (modificación de actividades asignadas, formación, entre otras). 

Atendiendo al rol central que se plantea otorgar a este colectivo de mandos intermedios deberían establecerse las medidas de soporte, tanto en formación como en información, a nivel de reconocimiento explícito del apoyo recibido por parte de la dirección política y de los directivos públicos profesionales, así como de generación de pautas propias de un colectivo profesional relativamente estable que reforzase su vinculación a la institución y al proyecto que se impulsa. 
Por su parte, los empleados de base deberían tener conocimiento de los requisitos establecidos al inicio del periodo de evaluación, de los criterios que se tendrían en cuenta, así como de los efectos de las valoraciones obtenidas. Asimismo deberían contar con la posibilidad de recurrir los puntos de la evaluación con los que no estuviesen de acuerdo a partir de un procedimiento que facilitase la viabilidad del sistema en su conjunto. 

Este esquema pretende encuadrar a los diferentes agentes internos (en genérico) pero debería partir de un claro apoyo por parte de la máxima dirección política, tanto a nivel de contenidos, a partir del establecimiento de prioridades como a nivel de proceso, en términos de soporte para superar las eventuales resistencias que probablemente surgirían en diferentes colectivos.
3.5.- Sobre el acompañamiento: información, formación, socialización y asistencia técnica.

Un elemento esencial para asentar unas nuevas reglas del juego como las que se asocian a la evaluación del desempeño es el acompañamiento en su puesta en marcha, especialmente en las fases iniciales. Para ello resulta esencial combinar tres líneas de actuación: una primera orientada a informar y participar, una segunda orientada a socializar y a formar y una tercera orientada a ofrecer asistencia técnica al proceso. 

La línea orientada a la informar y participar resulta crítica para dar respuesta a los requerimientos de transparencia y la sistematicidad de la evaluación. De hecho ambos son la base para enfrentar la imposibilidad de conseguir la objetividad en los instrumentos de medida del rendimiento y del desarrollo competencial. Contar con la implicación de los agentes involucrados constituye el factor crítico en la introducción de un sistema de evaluación del desempeño y en la aceptación de las nuevas reglas del juego que supone. Para ello resulta fundamental que el proceso de diseño del sistema de evaluación cuente con la participación activa de diferentes tipos de agentes involucrados para generar dinámicas acordes a la propia realidad de cada Administración Pública y respuestas que sean comprensibles y admisibles para integrar a las personas en la organización. En este proceso resulta oportuno incorporar a los agentes sociales y a las organizaciones de representación de los trabajadores, pero atendiendo en todo momento a los roles que corresponden a cada una de las partes implicadas, dejando claro tanto la orientación a los objetivos organizativos como la ubicación del liderazgo del proceso.

La introducción de la evaluación del desempeño supone, de hecho, introducir un cambio sustancial en la manera de gestionar los recursos humanos. Por ello resulta esencial acompañarlo de la segunda línea propuesta, la orientada a socializar y a formar, en especial a agentes clave como los directivos públicos y los mandos de línea. En las dinámicas de socialización y formación se incluyen especialmente los procesos orientados a cambiar actitudes y a incrementar la alineación de dichos cargos, -especialmente los mandos intermedios- con los objetivos de la organización. La propuesta formulada en este caso debería integrar por tanto dinámicas de desarrollo de capacidades y competencias profesionales vinculadas a la gestión de la evaluación como, y especialmente, el desarrollo de visiones compartidas alrededor de lo que ésta supone en el modelo de gestión de recursos humanos. Con ello se hace referencia a procesos de discusión sobre las implicaciones y respuestas asociadas al sistema, a procesos de aprendizaje conjunto basado en modelos de trabajo colaborativo, o a procesos reflexión y acción orientados a adaptar instrumentos operativos para aproximarlos a realidades particulares, manteniendo los principios orientadores del sistema de evaluación del desempeño.

En el proceso de puesta en marcha efectivo del sistema de evaluación suele ser donde surgen aspectos imprevistos, necesidades de ajuste e incidencias operativas que, de no ser adecuadamente atendidas, pueden minar la credibilidad de la apuesta organizativa. Por ello la tercera línea de actuación propuesta se orienta a ofrecer asistencia técnica al proceso. Se plantea con ello reforzar los órganos centrales de personal para que puedan acompañar el proceso de implementación del sistema, pero con la premisa de partida que los agentes clave en el funcionamiento habitual del mismo deben ser los directivos y, especialmente, los mandos intermedios. Por ello la asistencia técnica que se apunta debería evitar la tendencia a la centralización de la gestión de recursos humanos para facilitar el tránsito de competencias (responsabilidades pero también, y especialmente, recursos organizativos y autonomía para su administración) a los mandos de línea. Ello implica concebir la asistencia técnica como una actividad próxima a la consultoría que, reforzada con las dos líneas precedentes (informar-participar y socializar-formar), facilitase la consolidación del nuevo sistema de evaluación del desempeño.

La integración de las tres líneas de apoyo debe concebirse dentro de una estrategia de cambio institucional que pretende incidir en los principales mecanismos de reproducción de la “función pública” entendida como institución. Siguiendo el modelo de Levitt y March (1990) apuntado en el apartado de enfoques analíticos, con la combinación de las tres líneas se plantea incidir en mecanismos como la socialización, la formación y la adquisición directa de conocimientos para propiciar el cambio de rutinas y procesos que se pretende. 

4.- A modo de conclusión: coherencia y estabilidad para lograr la consolidación 
En la línea de cambio institucional apuntada, y considerando además la fragilidad de la ventana de oportunidad para introducir grandes reformas globales en la función pública, la ponencia plantea una propuesta por el radicalismo selectivo a partir de la incidencia en la evaluación del desempeño como subsistema clave de la gestión de recursos humanos en las Administraciones Públicas, a partir especialmente de la potenciación del rol de los mandos intermedios.

Atendiendo a la convergencia de los flujos (siguiendo el modelo de Kingon presentado en la sección dedicada a los enfoques analíticos), los procesos de definición y puesta en marcha del sistema de evaluación del desempeño resultan claves para su éxito. Pero apostando por un cambio institucional, siguiendo el enfoque neoinstitucionalista, resultan claves las dinámicas que se generan a partir de dicho inicio, en especial en la fase en que el sistema empieza a generar efectos sobre otros subsistemas de la función de personal y donde se visualiza más claramente la coherencia del modelo que se propone. 
La progresión de una evaluación que meramente sirve para formalizar dinámicas desvinculadas del rendimiento, logro de resultados o desarrollo de competencias a una que efectivamente los integre con la participación efectiva de los diferentes agentes implicados requiere que se visualicen sus efectos. Y que los resultados obtenidos sean coherentes con aquello que se pretende transformar. 

En otros términos, que se tome en serio la apuesta organizativa requiere de declaraciones de la máxima dirección política, de la traslación real del discurso en la actividad de directivos públicos profesionales, pero especialmente de la alineación de los mandos intermedios con los objetivos planteados y también de la implicación de los diferentes colectivos profesionales que vean plasmados en impactos directos los resultados de la evaluación del desempeño.
En esta misma línea, la consolidación del sistema de evaluación se asimila a su integración en las dinámicas de trabajo y de relaciones profesionales en la Administración pública, esto es, que no se perciba como un hecho puntual y aislado sino que entre a formar parte de la cultura organizativa. Generar la “cultura de la evaluación” pasa por consolidar dinámicas de trabajo basadas en el establecimiento de objetivos (traducidos en la posterior evaluación de resultados y desarrollo de competencias), en la medición de su grado de consecución y en la traducción de las valoraciones resultantes en diferentes subsistemas de la función de personal. SE pretende con ello combinar la aceptación formal y la aceptación informal de un sistema que supone transformar de forma significativa la gestión de los recursos humanos para apoyar su clara orientación a la mejora y al desarrollo de capacidades de actuación para afrontar los retos actuales de las Administraciones públicas.
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� Se propone una acepción amplia del concepto “función pública” que incluye a los colectivos de personal que constituyen el núcleo de administración general de las administraciones públicas –la General del Estado, las autonómicas y las locales-, considerando tanto aquellos con vínculo funcionarial como laboral. Se excluyen del análisis, tanto por las particularidades de su gestión como por su evolución claramente diferenciada, a los colectivos de personal con estatutos singulares como es el caso del personal docente, personal sanitario, policías autonómicas, personal penitenciario y personal de justicia, entre otros. 





� � HYPERLINK "http://bibliotecadigital.inap.es/Datos/Otras_Publicaciones/memoria_final_2009-2011/memoria_final_2009-2011.pdf" �http://bibliotecadigital.inap.es/Datos/Otras_Publicaciones/memoria_final_2009-2011/memoria_final_2009-2011.pdf� (Consulta realizada el 27/09/2013).





1

